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1. PANORÁMICA GENERAL DE LOS PROCEDIMIENTOS PREVISTOS
EN LA LEC

I. Hemos visto cómo el proceso es un conjunto de actos, regulados jurí-
dicamente y encaminados a efectuar la función jurisdiccional; y cómo los
procesos pueden dividirse en procesos de declaración o procesos de ejecu-
ción, en razón a la vertiente de la función jurisdiccional a la que se refieran,
si a la tutela en el sentido de declaración del Derecho en el caso concreto,
los primeros, o si a la realización de los actos necesarios para dar cumpli-
miento efectivo a lo previamente declarado, los segundos. También se ha
adelantado que los procesos —declarativos o de ejecución— pueden ser
ordinarios o especiales, en función de si están previstos para la generalidad
de las materias y de las personas o si, por el contrario, se diseñan para mate-
rias específicas o para cierta clase de sujetos, respectivamente.

Ahondando en la última distinción, cabe añadir que, para el orden civil,
son procesos ordinarios los que se prevén con carácter general para cuales-
quiera materias de carácter civil o mercantil, y que siguen los principios pro-
pios de los procesos por los que se tutelan derechos e intereses privados; en
tanto que son procesos especiales aquellos en los que, dada la naturaleza de
la materia que está en juego o el tipo de controversia —en todo caso, de
derecho privado— a que se refieren, requieren una configuración procesal
o procedimental diferente de la ordinaria. En este sentido, cabe distinguir dos
términos, que en muchas ocasiones se utilizan —y utilizamos también en
esta obra— como sinónimos y que, sin embargo, de forma precisa significan
cosas distintas, y son los términos proceso y procedimiento.

Pues bien, el proceso como instrumento de la función jurisdiccional se
compone de un conjunto de elementos a través de los cuales se tutela y rea-
liza el Derecho objetivo en un caso concreto; y el procedimiento hace refe-
rencia a uno de esos elementos, el relativo al cauce o itinerario (la serie de
pasos que hay que seguir) para que pueda dispensarse dicha tutela. Así, varios
procesos pueden compartir el mismo procedimiento, o servirse cada uno de
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su procedimiento particular; pero, en todo caso, siempre se necesita un pro-
cedimiento para que el proceso pueda cumplir su cometido.

II. Uno de los objetivos de la LEC en 2000 fue reducir el número de pro-
cesos, declarativos y de ejecución, ordinarios y especiales. Con la anterior
legislación existían, en el ámbito declarativo, cuatro procedimientos ordina-
rios y un buen número de procesos especiales, algunos de ellos regulados al
margen de la Ley de enjuiciamiento; y para la ejecución forzosa había dos
procedimientos ordinarios distintos, en función de si el título era judicial o
extrajudicial, además de especialidades procesales, también algunas conte-
nidas en leyes diferentes a las procesales (como, por ejemplo, para la ejecu-
ción hipotecaria). Todo ello provocaba que los juzgadores tuvieran que com-
binar varias normas procesales, complicando la sustanciación ágil de las
actuaciones.

Con la LEC vigente, los procedimientos declarativos ordinarios son dos:
el juicio ordinario y el juicio verbal, regulados en el Libro II (recordamos que
el Libro I trata de las actuaciones comunes a todo proceso). Por su lado, el
proceso de ejecución es único para títulos judiciales y extrajudiciales, aun-
que contemple especialidades según la clase del título, y se recojan algunas
especialidades para las ejecuciones hipotecarias, todo ello en el Libro III de
la LEC. Por último, las materias que por su naturaleza determinan un proceso
especial son únicamente las recogidas en el Libro IV y, como veremos, son
de tres tipos:

— De una parte, hay ciertas materias civiles de carácter indisponi-
ble, como las relativas a la capacidad, la filiación, el matrimonio y los
menores de edad), en las que, junto al interés privado que corresponde a
cualquier litigante, existe un interés público en que la resolución que se
adopte se ajuste lo más posible a la realidad (por ejemplo, que se provean
medidas judiciales de apoyo a quien realmente las necesite). Esto hace
conveniente que los procesos sobre estas materias no se rijan solo ni
principalmente por el principio dispositivo, sino que contengan elemen-
tos propios del principio de oficialidad, a fin de que el tribunal tenga más
facultades de actuación y se limite el poder de disposición de las partes,
y así ocurre en los procesos del Título I del Libro IV de la LEC.

— Por su parte, en los procesos del Título II del mismo Libro IV, rela-
tivos a la división de patrimonios, tanto los derivados de una sucesión
como aquellos para liquidar el régimen económico matrimonial, la razón
de la especialidad no radica en los principios inspiradores del proceso,
puesto que su objeto presenta un marcado interés privado, sino en la

Los procedimientos civiles ordinarios y la adecuación procedimental
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2.1. 

peculiaridad del procedimiento que ha de seguirse, ya que afecta al
patrimonio universal de un sujeto o de una comunidad de bienes, y exige
actividades de naturaleza variada.

— Y algo similar sucede con los procesos del tercer y último Título
del Libro IV, previstos para la tutela privilegiada del crédito: el proceso
monitorio y el juicio cambiario, en los que su carácter especial estriba en
lo particular de su procedimiento, orientado al cobro de una deuda dine-
raria, o a obtener el despacho de ejecución sobre la misma, basado en la
pasividad del deudor, allá donde no existía un documento con fuerza
ejecutiva.

III. El presente Capítulo se dedica a exponer el ámbito de aplicación del
juicio ordinario y del juicio verbal, el tratamiento de la adecuación procedi-
mental y la estructura fundamental de estos dos procedimientos ordinarios.
En los capítulos subsiguientes se desarrollarán con detalle las distintas fases
de estos procedimientos (fases de alegación, prueba, terminación, impugna-
ción: vid. Capítulos XIV a XXI).

Tras el estudio de las actuaciones que componen con carácter general los
juicios ordinario y verbal, se analizarán las materias que por su singularidad
requieren especialidades procedimentales concretas, pero que se aplican
bien al juicio ordinario (como, por ejemplo, la impugnación de acuerdos
sociales y muchas de las materias recogidas en el art. 249.1 LEC) o bien al
juicio verbal (como los desahucios o la tutela sumaria de la posesión u otras
materias del art. 250.1 LEC), sin constituir en propiedad un entero proceso
especial, y nos referiremos a ellas en un capítulo específico (el Capítulo XXII).

El proceso de ejecución forzosa se estudiará en los Capítulos XXIII y XXIV.
Y los procesos especiales de las tres materias mencionadas, en el Capítulo
XXV.

LA DETERMINACIÓN DEL PROCEDIMIENTO ADECUADO

Ámbito de aplicación del juicio ordinario y del juicio verbal

I. Los procedimientos civiles de carácter declarativo y ordinario son dos,
el juicio ordinario y el juicio verbal. La determinación de cuándo corresponde
cada uno de ellos se establece conforme a dos criterios: la materia a la que
se refiera la controversia, o la cuantía que se atribuya a la cuestión litigiosa;
y el primer criterio prima sobre el segundo. Así, si el legislador ha indicado
que una materia concreta se sustancie siempre por el juicio ordinario o siem-
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CAPÍTULO XVI

LOS MODOS DE DETERMINACIÓN DE LOS
HECHOS EN EL PROCESO CIVIL

Julio BANACLOCHE PALAO

CONSIDERACIONES GENERALES
LA PRUEBA: CONCEPTO, FUNDAMENTO, FINALIDAD Y
OBJETO
SUJETOS Y CARGA DE LA PRUEBA
EL PROCEDIMIENTO PROBATORIO
EFECTOS DE LA PRUEBA: SU VALORACIÓN



1. CONSIDERACIONES GENERALES

I. En sus respectivos escritos de alegaciones, las partes han alegado lo que
han considerado pertinente en torno a los hechos y a los fundamentos de
derecho que sirven de base a su pretensión. Ahora bien, queda por demostrar
que sus afirmaciones fácticas, es decir, su versión de los hechos, se corres-
pondan con la realidad. Porque solo si queda acreditada esa versión, enton-
ces se podrán aplicar las normas correspondientes y extraer los efectos jurí-
dicos que en cada caso se deriven.

Por lo tanto, en el proceso resulta necesario abrir una fase dirigida a
determinar si las afirmaciones fácticas contenidas en los escritos alegatorios
son ciertas o no, es decir, si se ajustan o no a la realidad de lo sucedido. Se
trata de comprobar, de verificar tales afirmaciones, porque si no resulta posi-
ble concluir positivamente esa labor, no se podrá conceder la tutela solicitada
(o, en su caso, estimar las excepciones presentadas por el demandado).

Esta determinación de los hechos puede realizarse de diferentes maneras.
La forma más utilizada y conocida es desarrollando una actividad probatoria,
que consiste en mostrar al tribunal por diferentes vías que lo que se ha dicho
en las alegaciones se corresponde con la realidad. Pero no es la única: tam-
bién pueden quedar fijados los hechos mediante otras tres fórmulas: la admi-
sión, la notoriedad y las presunciones.

II. La admisión es una forma de tener por fijado un hecho mediante la
conformidad de todas las partes acerca de su producción y contenido. Es
decir, una parte introduce un determinado hecho, y las demás se muestran
conformes con que tal hecho se ha producido de la forma en que aquella lo
ha reflejado.

En principio, cualquier hecho es susceptible de ser admitido, siempre que
nos encontremos en procesos regidos por el principio dispositivo. Por el
contrario, en los procesos civiles especiales donde está en juego un interés
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(1)  

(2)  

La práctica habitual en los escritos forenses de contestación a la demanda es que el deman-
dado inicie su posicionamiento sobre los hechos alegados por el actor afirmando de forma
genérica que «se niegan los hechos de la demanda que no queden expresamente decla-
rados conformes en la presente contestación», con lo que se evita la admisión tácita, pero
no se consigue la finalidad legal de dejar claro qué hechos concretos se admiten y cuáles
no.
No hay que confundir los hechos notorios con el conocimiento privado del Juez, que hace
referencia a aquellos conocimientos de que dispone el tribunal por su propia formación
cultural o profesional, general o específica, y que utiliza en  sus  razonamientos  jurídicos

público y, por tanto, se construyen sobre la base del principio de oficialidad,
la conformidad de las partes acerca de un hecho no vincula al tribunal y, por
consiguiente, puede ser objeto de prueba (art. 752.2 LEC).

El hecho cuya admisión tiene lugar puede ser introducido tanto por el
actor en la demanda, como por el demandado en la contestación. O incluso
ambos pueden incorporar hechos nuevos o novedosos (es decir, de nueva
creación: nova producta, o de nueva aparición: nova reperta) a lo largo de
todo el procedimiento hasta que se dicte sentencia, siguiendo el procedi-
miento legalmente establecido (art. 286 LEC).

Precisamente a los efectos de facilitar la posible admisión de los hechos,
la LEC establece una doble carga para actor y demandado: al primero se le
exige que los enumere de forma ordenada, clara y concisa, de modo que se
facilite el pronunciamiento del demandado sobre cada uno de ellos en orden
a su admisión o rechazo (art. 399.3 LEC); y al segundo, que en su contestación
señale si está conforme o no con los hechos alegados de contrario, so pena
de tener por admitidos tácitamente (y por tanto, por ciertos) aquellos sobre
los que no se pronuncie o no sea claro al respecto (art. 405.2 LEC) (1).

El efecto propio de la admisión viene señalado por el art. 281.3 LEC: la
exención de prueba, esto es, la falta de necesidad de probar aquellos hechos
respecto de los cuales existe una conformidad plena de las partes.

III. Por su parte, la notoriedad como medio de fijar un hecho se basa en
tener por cierto aquel que es generalmente considerado como tal por la
mayoría de la población. Como dice el art. 281.4 LEC, se trata de hechos
«que gocen de notoriedad absoluta y general», aunque esta aseveración debe
ser puesta en relación con un contexto geográfico e histórico determinado
(es decir, que sean conocidos en el lugar y la época en que se desarrolla el
proceso, porque es perfectamente posible que un hecho que fuera notorio
antaño, ya no lo sea) (2).

Los modos de determinación de los hechos en el proceso civil

370



 sin que hayan sido previamente alegados y discutidos por las partes. Las pocas sentencias
que en estos años han abordado esta cuestión del conocimiento privado del Juez se han
pronunciado en el sentido de negar virtualidad probatoria a ese conocimiento, por repre-
sentar una quiebra del principio dispositivo y provocar indefensión para la parte que no
ha podido contrarrestar —por desconocida— esa forma de acreditar un hecho. En este
sentido, la STS núm. 644/2003, de 19 de junio, declaró que existía error judicial en una
sentencia que había basado su fallo en un dato que era del exclusivo conocimiento privado
del ponente.

Resulta evidente que no resulta necesario acreditar ante el tribunal que
un cuerpo pesado que cae se desplaza hacia abajo, o que en diciembre de
1978 se aprobó la actual Constitución Española. Si una de las partes afirma
un hecho parecido a los anteriores, y la contraria lo niega —y, por consi-
guiente, no queda fijado por admisión—, aún cabe que no haya que desple-
gar actividad procesal dirigida a probarlo si la parte interesada alega su noto-
riedad y el tribunal lo considera como tal.

Aunque la Ley no lo señala expresamente, parece que el momento de
alegar esa notoriedad debería ser la audiencia previa o el escrito del art. 438.8
LEC, según estemos ante un juicio ordinario o uno verbal, que es cuando se
conoce el posicionamiento de la contraparte sobre los hechos introducidos
por la otra, y también donde se debe proponer la prueba.

El efecto de la notoriedad es similar a la admisión: la exención de prueba
(art. 281.4 LEC), aunque nada obsta a que quien niega que un hecho sea
notorio, pueda dirigir prueba contra la existencia de este. Lo que se produce
en tal caso es un desplazamiento de la carga de la prueba, al que posterior-
mente se hará referencia: quien afirmó el hecho no tendrá que probarlo (por-
que queda fijado por notoriedad), y quien lo niega tendrá que demostrar la
inexistencia del hecho, si quiere que no lo tenga el tribunal por cierto (aunque
a este de ordinario no le correspondería desarrollar esa prueba, que además
tiene un carácter negativo, dado que no ha sido él quien lo ha introducido
en el proceso).

IV. Existe una cuarta forma de tener por cierto un hecho: si se deduce
lógicamente de otro, cuya certeza ha quedado demostrada en el proceso por
alguno de los modos alternativos: admisión, notoriedad o prueba (art. 385.1
II LEC). En esto consiste propiamente una presunción: en la operación basada
en tener por cierto un hecho, denominado hecho presunto, como conse-
cuencia de la certeza de otro u otros hechos, llamados hechos base o indi-
cios, al existir entre el primero y los segundos un «enlace preciso y directo
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(3)  La STS núm. 806/2010, de 15 de diciembre, con cita de otras sentencias de esa misma Sala,
ha definido la presunción de la siguiente manera: «Se ha dicho que las presunciones son
operaciones intelectuales que consisten en tener como cierto un hecho, denominado hecho
presunto, a partir de la fijación formal de otro hecho denominado hecho base, que debe
haber sido probado».

según las reglas del criterio humano» (art. 386.1 LEC) (3). Esta figura se justifica
en la existencia de determinados hechos cuya prueba resulta enormemente
dificultosa (pensemos en todos los elementos subjetivos o intencionales de
un acto jurídico) o inconveniente por diversos motivos (jurídicos, sociales,
familiares, etc.); en estos casos se permite fijar los hechos que los fundamen-
tan sin necesidad de que se prueben por sí mismos, trasladando a quien los
niegue la carga de probarlos.

Así pues, la presunción se construye con tres elementos: el hecho base o
indicio (que, aunque puede aparecer uno solo, generalmente suelen ser
varios, exigiéndose pluralidad de indicios); el hecho presunto (que es el que
se pretende determinar como producido); y la conexión entre ambos, basada
en una concreta máxima de la experiencia que revela que, probada la exis-
tencia de los hechos base, se puede deducir lógicamente la producción del
hecho presunto.

Las presunciones pueden ser de dos tipos, según como se establezca la
relación entre el hecho base y el hecho presunto: legales, cuando el enlace
viene establecido en un precepto legal, y judiciales, si la conexión se fija por
el Juez atendiendo al caso concreto. Las primeras pueden ser, a su vez: pre-
sunciones iuris tantum, si admiten prueba en contrario, dirigida a demostrar
que no se ha producido el hecho presunto o que no existe el nexo establecido
(art. 385.2 LEC); o presunciones iuris et de iure, cuando no se permite la
prueba en contrario (art. 385.3 LEC), lo que se justifica por razones de orden
público o de interés social. Por su lado, las presunciones judiciales siempre
admiten prueba en contrario (art. 386.2 LEC).

Como se ha avanzado, el efecto principal de las presunciones es que exi-
men de probar el hecho beneficiado por la presunción (art. 385.1 LEC) y, por
consiguiente, implican un desplazamiento de la carga de la prueba: a quien
afirma el hecho presunto le basta con demostrar la existencia de los indicios
en que este se basa y la lógica conexión entre uno y otros, mientras que a
quien lo niega se le atribuye la carga de probar la inexistencia del hecho
presunto (lo que no le correspondería normalmente, al tratarse de la prueba
de un hecho negativo).

Los modos de determinación de los hechos en el proceso civil
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2.

(4)  No obstante, deben recordarse las limitaciones que tiene el Juez en los procesos inspirados
por el principio dispositivo en orden a conocer la realidad de lo sucedido, puesto que el
Juez de oficio no puede introducir hechos no alegados por las partes, ni ignorar aquellos
en que ambos litigantes se han mostrado conformes. De ahí que lo que se recoja en la
sentencia deba reflejar siempre la verdad demostrada en el proceso (lo que algunos llaman
la verdad formal o procesal), que puede no coincidir plenamente con la verdad mostrada
en la realidad (la denominada verdad real o material).

LA PRUEBA: CONCEPTO, FUNDAMENTO, FINALIDAD Y OBJETO

I. La prueba es la actividad procesal dirigida a convencer al tribunal de
la certeza o falsedad de las afirmaciones fácticas realizadas por las partes en
sus escritos de alegaciones. Cuando se pide una tutela jurídica concreta, el
solicitante fundamenta su reclamación en la existencia de unos hechos, a los
que, a su juicio, se aplican unas normas jurídicas determinadas, de las que
se extraen las consecuencias que se piden en la demanda. Si la parte contraria
no admite esos hechos, el actor debe desplegar una actuación mediante la
cual acredite ante el tribunal la veracidad de lo afirmado: en eso consiste la
actividad probatoria. E igualmente debe realizar el demandado en relación
con los hechos que introduce en su contestación.

En este sentido, el término prueba se utiliza tanto para hacer referencia a
la actividad como tal (y se dice, por ejemplo, «se pide que se reciba el pleito
a prueba»), como a su resultado (cuando se afirma que tal hecho «ha quedado
probado»), e incluso a la manera mediante la cual se consigue ese resultado
(se habla de «prueba documental», por ejemplo). Pero en todos esos casos
late una misma idea: que se compruebe positivamente dentro del proceso
que lo afirmado en las alegaciones se corresponde con la realidad.

II. El fundamento de la prueba reside en la necesidad de que el tribunal
resuelva conforme a la justicia, es decir, que su decisión se ajuste a lo que
realmente ha sucedido. Solo si adquiere la convicción de que lo afirmado
por la parte a la que da la razón se produjo en la realidad (es verdadero),
podrá aspirarse a que la sentencia que dicte sea justa (4).

No debe, pues, olvidarse que el destinatario de la prueba es el juzgador.
Es muy importante que esto se tenga en cuenta tanto por los letrados de las
partes como por las fuentes personales de prueba (como son las propias partes
cuando son interrogadas, o los testigos o peritos), pues de esta manera diri-
girán su comportamiento a lograr la finalidad que pretenden, que no es otra
que formar la convicción del Juez en el sentido planteado en las propias
alegaciones.
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III. Los escritos de alegaciones de las partes no solo introducen afirma-
ciones sobre hechos que presuntamente han acaecido, sino que también
aluden a normas jurídicas y jurisprudencia que consideran aplicables al caso.
Ello conduce inmediatamente a la cuestión de si han de probarse tantos las
afirmaciones fácticas realizadas como las jurídicas y, cuáles, en su caso,
pueden quedar eximidas de esa labor probatoria.

Evidentemente, los hechos que se afirman en la demanda y la contesta-
ción deben ser probados (art. 281.1 LEC), siempre que no queden fijados de
otro modo (a través de la admisión, la notoriedad o las presunciones, a las
que ya se ha hecho referencia).

Respecto de las normas jurídicas aducidas, ha de señalarse que no deben
ser probadas, porque, en virtud del conocido aforismo iura novit curia (los
tribunales conocen el Derecho), la vigencia y el contenido de aquellas han
de ser conocidos por el juzgador. De esta exención de prueba solo quedan
al margen —y, por tanto, deben ser probadas—, las normas escritas que no
estén publicadas en el Boletín Oficial de Estado o de la Comunidad Autó-
noma correspondiente (por ejemplo, ordenanzas municipales), así como las
normas consuetudinarias (la costumbre, que no consta por escrito) y las nor-
mas extranjeras que pudieran resultar de aplicación, ya que en algunos pro-
cesos civiles y mercantiles con elemento extranjero es posible que se apli-
quen normas de otros Ordenamientos, si así lo establece la legislación espa-
ñola (art. 281.2 LEC).

En relación con la prueba de Derecho extranjero, debe señalarse que la
Ley 29/2015, de 30 de julio, de cooperación jurídica internacional en materia
civil, ha establecido en su art. 33.3 que «con carácter excepcional, en aque-
llos supuestos en los que no haya podido acreditarse por las partes el conte-
nido y vigencia del Derecho extranjero, podrá aplicarse el Derecho espa-
ñol». Asimismo, concreta cómo deben tramitarse las solicitudes de informa-
ción acerca del Derecho extranjero (art. 35).

Acerca de cómo opera el citado art. 33.3 de la Ley 29/2015, es importante
destacar la STS 1427/2024, 30 de octubre, en la que, ya en casación, el Tri-
bunal Supremo desestima la demanda porque el Derecho aplicable al caso
era el inglés, pero el actor ni lo invocó ni lo probó (pretendía la aplicación
del Derecho español). En esos supuestos, según el Tribunal Supremo, no se
puede aplicar el Derecho español como permite el art. 33.3 porque ese pre-
cepto «ofrece una respuesta "excepcional", según su propia dicción, y por
tanto solo para el caso de que se ocupa, y que consiste en que no sea posible
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3. 

(5)  No se puede, pues, compartir la doctrina contenida en la STS núm. 379/2009, de 21 de
mayo, que considera adecuada la decisión del Juez de instancia de acordar de oficio una
prueba, pretendidamente al amparo de lo dispuesto en el art. 429.1 LEC: «Pero también es
cierto que el Juez de instancia, en aplicación de la facultad que le confiere el art. 429.1,
párrafo segundo de la Ley de Enjuiciamiento Civil, ante la insuficiencia probatoria apreciada
en el acto de la Audiencia Previa, acordó la práctica de una prueba pericial judicial a los
solos efectos de determinar la divisibilidad o indivisibilidad de las fincas objeto de litigio.
Al estar amparada la actuación judicial por un precepto legal, únicamente la desproporción,
ilogicidad o arbitrariedad de la medida permitiría su crítica, lo cual no se ha verificado en
este caso, toda vez que estaba justificada su adopción dada la complejidad del asunto, aun
cuando finalmente la prueba acordada resultó inidónea para su fin».

para las partes la prueba del derecho extranjero», y tal circunstancia no con-
curre cuando el actor podía perfectamente haber probado el Derecho inglés
(pero, como sucedía en el caso de autos, no lo hizo, porque prefería la apli-
cación del Derecho español, y en él basó su demanda, sin plantear de forma
eventual la posible aplicación del Derecho inglés).

SUJETOS Y CARGA DE LA PRUEBA

I. Como se ha señalado, el destinatario de la prueba es siempre el Juez;
pero a pesar de ello, no se le permite en los procesos civiles y mercantiles
fundados en el principio dispositivo ordenar pruebas de oficio, dirigidas a
investigar y descubrir si lo alegado por las partes en sus escritos se corres-
ponde o no con la realidad. Por eso se señala que «los Tribunales decidirán
los asuntos en virtud de las aportaciones de hechos, pruebas y pretensiones
de las partes» (art. 216 LEC), lo que equivale a decir que el tribunal carece
de iniciativa probatoria, y debe enjuiciar únicamente de acuerdo con las
pruebas propuestas por las partes.

En ese sentido, lo más que se permite al tribunal, a la vista de la prueba
efectivamente propuesta por las partes, es que les indique la posible insufi-
ciencia probatoria en que puede incurrir alguno de los hechos alegados por
ellas; incluso puede sugerirles qué concreto medio de prueba sería adecuado
para subsanar esa posible deficiencia (arts. 429.1 y 443.4 LEC). Pero, aún en
estos casos, las partes no pierden la facultad de proponer pruebas y son ellas
las que deben decidir si completan o no la proposición probatoria antes rea-
lizada, «a la vista de lo manifestado por el Tribunal» (5).

Este principio de aportación de parte en materia probatoria solo se quie-
bra cuando la Ley dispone otra cosa en casos especiales (arts. 216 y 282 LEC).
Tales casos se producen siempre que existe un interés público en la tutela
civil que se está ventilando, como sucede en los procesos sobre el estado
civil (capacidad, matrimonio, filiación, menores). De ahí que el art. 752.1
LEC establece, para estos procesos especiales, que «sin perjuicio de las prue-
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bas que se practiquen a instancia del Ministerio Fiscal y de las demás partes,
el Tribunal podrá decretar de oficio cuantas estime pertinentes».

II. Ahora bien, si los medios de prueba dirigidos a convencer al tribunal
de la verdad de lo alegado deben ser propuestos por las partes, y el tribunal
no puede acordar prueba de oficio, en caso de que este tenga dudas acerca
de si un hecho se ha producido o no, o cómo se ha producido, debe preci-
sarse el modo de solventar esas dudas que no han quedado resueltas tras la
actividad probatoria; y a esta cuestión se refieren las reglas sobre carga de la
prueba (art. 217 LEC). Estas reglas presentan una doble dimensión: por un
lado, se dirigen a las partes, que así podrán conocer de antemano qué hechos
corresponde probar a cada una (y cuáles a la parte contraria); y, por otro lado,
serán útiles para el tribunal, al proporcionarle los criterios que habrá de uti-
lizar en los casos en que, a la hora de enjuiciar (a lo que viene siempre obli-
gado, dada la prohibición del non liquet: art. 1.7 CC), se encuentre con un
hecho dudoso.

La primera cuestión se resuelve de forma relativamente sencilla: cada
parte debe probar los hechos que ha introducido en su escrito de alegaciones.
Esta es la denominada carga de la prueba formal. Así, conforme al art. 217.2
LEC, al actor le corresponde probar los hechos constitutivos de la pretensión,
es decir, aquellos «de los que ordinariamente se desprende, según las normas
jurídicas a ellos aplicables, el efecto jurídico correspondiente a las pretensio-
nes de la demanda»; en tanto que al demandado le atañe la prueba de los
hechos que fundamentan su oposición a la pretensión del actor, es decir, los
que «impidan, extingan o enerven la eficacia jurídica de los hechos constitu-
tivos» (art. 217.3 LEC). Esto significa, por ejemplo, que, si el actor reclama
unos daños, a él le compete probar la existencia del hecho dañoso, los daños
efectivamente producidos, la conexión entre uno y otros, así como la parti-
cipación del demandado en su realización; y por su parte, al demandado le
incumbe la prueba de toda circunstancia encaminada a negar el hecho
dañoso, o los daños alegados por el actor, o su responsabilidad en los mis-
mos.

Partiendo de lo anterior, al tribunal se le ofrece además un criterio con el
que debe resolver las dudas que tenga en torno al resultado de la actividad
probatoria: «desestimará las pretensiones del actor o del reconviniente, o las
del demandado o reconvenido, según corresponda a unos u otros la carga
de probar los hechos que permanezcan inciertos y fundamenten las preten-
siones» (art. 217.1 LEC). Es decir, si se alegaron unos daños, y estos no se
prueban, no se podrá conceder la indemnización al actor; o si el demandado

Los modos de determinación de los hechos en el proceso civil

376



(6)  El art. 217.5 LEC (e igualmente el art. 13 de la LO 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad
efectiva de mujeres y hombres, el art. 30 de la Ley 15/2022, de 12 de julio, integral para
la igualdad de trato y la no discriminación, y art. 66 de la Ley 4/2023, de 28 de febrero,
para la igualdad real y efectiva de las personas trans y para la garantía de los derechos de
las personas LGTBI) recoge esa modificación de la regla general en relación con las ale-
gaciones de discriminación por razón del sexo, la orientación e identidad sexual, expresión
de género o las características sexuales. Ahora bien, por exigencias de las SsTC núm.
51/2021, de 15 de marzo, y núm. 67/2022, de 2 de junio, entre otras, es necesario que el
demandante «aporte indicios fundados» sobre la existencia de tal discriminación, y la parte
demandada siempre podrá presentar «una justificación objetiva y razonable, suficiente-
mente probada, de las medidas adoptadas y de su proporcionalidad».

4. 

alegó fuerza mayor, o concurrencia de culpas, y estas no se prueban, se esti-
mará la demanda (siempre que los hechos alegados por el actor hayan que-
dado probados). Este criterio debe ser tenido en cuenta también por las partes,
de cara a saber qué actividad probatoria han de desarrollar con relación a
un hecho, de manera que valorarán a quién perjudica el que no quede debi-
damente acreditado, para así proponer los medios de prueba que permitan
fijarlo como cierto. Esta es la denominada carga de la prueba material.

Respecto al último punto, conviene destacar que a veces la Ley establece
desplazamientos de la carga de la prueba, atribuyendo a alguna de las partes
la prueba de hechos que, de acuerdo con los criterios ordinarios señalados
anteriormente, correspondería acreditar a la parte contraria (6). Esto sucede
con frecuencia cuando uno de los litigantes afirma determinados hechos
cuya prueba resulta más fácil a la parte contraria, por disponer esta de las
fuentes de prueba necesarias para su acreditación (por ejemplo, cuando un
hecho puede demostrarse a través de una grabación de video, que consta
que está en manos de la parte contraria a la que lo alega). En tal caso, el
tribunal puede interpretar que la falta de prueba del hecho no debe perjudicar
a quien lo afirmó, sino a quien tiene una mayor «disponibilidad o facilidad
probatoria» (art. 217.7 LEC).

EL PROCEDIMIENTO PROBATORIO

I. Cuando se va a presentar una demanda, lo primero que tiene que hacer
el actor es plantearse cómo va a acreditar cada uno de los hechos que en ella
se afirman. Muchas de las fuentes de prueba las tendrá ya a su disposición
(documentos, informes de peritos, previsibles declaraciones de testigos), pero
otras pueden estar en manos de un tercero o incluso de la parte contraria. En
estos casos, lo único que la Ley prevé es que se pueda solicitar su exhibición
una vez iniciado el proceso (arts. 328, 330 y 332 LEC), pero exige demandar
sin tener un conocimiento claro del contenido de esas pruebas, con el riesgo
que ello comporta para el demandante.
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T ras las importantes novedades introducidas en materia de organización judicial 
y procesal por los Reales Decretos-leyes 5/2023, de 28 de junio, y 6/2023, de 19 
de diciembre, y por la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero, de medidas en materia 

de eficiencia del Servicio Público de Justicia, la presente edición del libro Aspectos 
fundamentales de Derecho procesal civil ofrece el contenido completo y actualizado de las 
asignaturas obligatorias del Grado en Derecho que conforman el Derecho procesal (Parte 
general y Proceso civil), según las guías docentes aprobadas en diversas universidades y, 
en particular, en la Universidad Complutense de Madrid y en la Universidad de Córdoba.
Los autores tienen amplia experiencia en la docencia del Derecho procesal y, con 
un enfoque eminentemente pedagógico, exponen en esta obra, de forma sencilla y 
sistemática, las características principales de la organización judicial civil y del proceso 
civil en nuestro ordenamiento jurídico, a fin de que el alumno cuente con los elementos 
fundamentales para su adecuada comprensión, incluidas las principales sentencias 
dictadas al respecto tanto por el Tribunal Constitucional como por el Tribunal Supremo. 
Ello también contribuye a que el texto resulte de sumo interés para jueces, abogados, 
procuradores y demás profesionales que desempeñan su actividad en relación con el 
proceso civil, tan necesitados muchas veces de obras claras y coherentes referentes a esta 
materia.
Así, el presente libro trata, en primer lugar, de los conceptos fundamentales del Derecho 
procesal, como son la jurisdicción en su sentido funcional y orgánico, el proceso y la 
regulación de los actos que lo componen, con especial atención a la comunicación 
telemática, y la acción y demás derechos básicos de los justiciables. Seguidamente 
se exponen los sujetos, el objeto y el procedimiento propios de los procesos civiles 
declarativos ordinarios, lo que incluye el estudio de sus trámites hasta la sentencia y sus 
medios de impugnación. A continuación, se explican los aspectos esenciales del proceso 
de ejecución y las medidas cautelares, así como los procesos especiales y la jurisdicción 
voluntaria, para terminar con el arbitraje y el estudio de los novedosos Medios Adecuados 
de Solución de Controversias (MASC).




